PROTECCIÓN JURÍDICA DE LAS PERSONAS DENUNCIANTES Y TESTIGOS DE ACTOS DE CORRUPCIÓN

Un día, un evento, una reacción, es solo un ejemplo:

Ser testigo o incluso protagonista de un cobro indebido para agilizar un trámite, saltarse una fila, evitar una multa o conseguir un favor a cambio de una dádiva, lamentablemente no es un caso aislado en diversas partes del país. Aunque estos acontecimientos son claramente ilegales, son también prácticas sistemáticas en la relación menos responsable entre una sociedad dinámica con instituciones públicas perfectibles; el escenario descrito es entonces, parte de la vida cotidiana.

La hipótesis planteada puede detonarse por el apremio de llegar a una reunión, recoger a un hijo de la escuela o para “irónicamente” cumplir con una obligación urgente. No es extraño que este escenario active una cadena de pensamientos que anticipa filas interminables, trámites burocráticos, pérdida de tiempo y en general un día complicado que requiera “una solución rápida”, la cual, puede ser sugerida indistintamente por alguna de las partes a cambio de un estímulo económico personal fuera de toda norma. 

No permitir prácticas como las descritas en los párrafos inmediato anteriores, no es, en ningún momento garantía de buen término en el encuentro temporal que tendrá un ciudadano con una autoridad si el contexto sigue siendo el de ofertar una solución personal a cambio de un favor, es decir, existen diversos casos denunciados porque una de las partes decidió rechazar esta práctica y exigir la aplicación de la ley, en este caso, las denuncias se registran por amenazas, intimidaciones o represalias, entonces en una segunda ironía, actuar con legalidad, o exigir el correcto proceder puede escalar el conflicto.
Ante estos registros de la cotidianidad, es necesario reconocer que la corrupción disfuncional
 constituye uno de los principales obstáculos para el desarrollo democrático, la confianza ciudadana y el adecuado funcionamiento de las instituciones; el marco jurídico se debilita y el estado de derecho es sistemáticamente una meta lejana.

Sin ahondar en los diversos tipos de corrupción o corruptelas entendidas estas como las malas prácticas o costumbres contra la ley o los derechos, así como el cumplimiento meramente formulario de los deberes,
 lo que se pretende evidenciar para el caso, es la deformación de la relación de las instituciones públicas con la sociedad y el debilitamiento del marco jurídico propiciado por la relación corruptible de las partes.
La denuncia de irregularidades y la colaboración de testigos son herramientas esenciales para la detección, investigación y sanción de actos corruptos, sin embargo, como se ha referido, quienes denuncian o atestiguan estos hechos pueden, sistemáticamente, enfrentar represalias, en el caso de que los hechos ocurran al interior de alguna institución pública, estos agravios puede ser amenazas laborales, personales o incluso grupales que generan estigmatización, daño físico y, en casos extremos, actuaciones abusivas realizadas por superiores jerárquicos que pueden detonar procesos judiciales abusivos e infundados.
Ante esta realidad, los sistemas jurídicos contemporáneos han comenzado a reconocer la necesidad de establecer mecanismos específicos de protección para las personas denunciantes, o whistleblower
 y testigos, entendiendo que sin garantías adecuadas la corrupción permanece oculta incrementándose de manera estructural. En países como México, establecer y fortalecer dichos sistemas resulta indispensable para romper el ciclo de impunidad.

En este contexto, el presente análisis tiene como objetivo identificar y comparar las leyes, instrumentos internacionales y marcos normativos existentes en México y en otros países que regulan la protección de denunciantes y testigos de actos o hechos de corrupción, señalando los avances, limitaciones y tendencias globales.

CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN (UNCAC)

La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, adoptada en 2003 y firmada por más de 180 países, es el acuerdo internacional más importante en materia de combate a la corrupción, tiene como objetivo principal el trabajo conjunto de los Estados para prevenir, detectar y sancionar estos actos.
Entre sus artículos más relevantes destacan:

Artículo 32.- Protección de testigos, peritos y víctimas 
1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, de conformidad con su ordenamiento jurídico interno y dentro de sus posibilidades, para proteger de manera eficaz contra eventuales actos de represalia o intimidación a los testigos y peritos que presten testimonio sobre delitos tipificados con arreglo a la presente Convención, así como, cuando proceda, a sus familiares y demás personas cercanas. 
2. Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán consistir, entre otras, sin perjuicio de los derechos del acusado e incluido el derecho a las garantías procesales, en: 
a) Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, incluida, en la medida de lo necesario y posible, su reubicación, y permitir, cuando proceda, la prohibición total o parcial de revelar información sobre su identidad y paradero; 
b) Establecer normas probatorias que permitan que los testigos y peritos presten testimonio sin poner en peligro la seguridad de esas personas, por ejemplo, aceptando el testimonio mediante tecnologías de comunicación como la videoconferencia u otros medios adecuados. 
3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos con otros Estados para la reubicación de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo. 
4. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán también a las víctimas en la medida en que sean testigos. 
5. Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se presenten y consideren las opiniones y preocupaciones de las víctimas en etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la defensa.

Artículo 33. Protección de los denunciantes

Cada Estado Parte considerará la posibilidad de incorporar en su ordenamiento jurídico interno medidas apropiadas para proporcionar protección contra todo trato injustificado a las personas que denuncien ante las autoridades competentes, de buena fe y con motivos razonables, cualesquiera hechos relacionados con delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

Artículo 37. Cooperación con las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las personas que participen o hayan participado en la comisión de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención a que proporcionen a las autoridades competentes información útil con fines investigativos y probatorios y a que les presten ayuda efectiva y concreta que pueda contribuir a privar a los delincuentes del producto del delito, así como a recuperar ese producto.

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, en casos apropiados, la mitigación de la pena de toda persona acusada que preste cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, la concesión de inmunidad judicial a toda persona que preste cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

4.  La protección de esas personas será, mutatis mutandis, la prevista en el artículo 32 de la presente Convención.

5.  Cuando las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo se encuentren en un Estado Parte y puedan prestar cooperación sustancial a las autoridades competentes de otro Estado Parte, los Estados Parte interesados podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos, de conformidad con su derecho interno, con respecto a la eventual concesión, por el otro Estado Parte, del trato previsto en los párrafos 2 y 3 del presente artículo.

(Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito UNODC /2004).

Aunque la Convención no impone un modelo único de protección, sí obliga a los países a considerar medidas para cuidar a quienes denuncian, como mantener la confidencialidad, brindar protección física y evitar represalias legales o laborales.

ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMÉRICANOS

Ley Modelo

En 2013, la Organización de los Estados Americanos (OEA) aprobó la Ley Modelo para facilitar e incentivar la denuncia de actos de corrupción y proteger a sus denunciantes y testigos, considerada uno de los instrumentos más completos a nivel regional. Esta Ley Modelo incluye:

a) Definición amplia de denunciante y testigo.

b) Prohibición expresa de represalias laborales, administrativas y judiciales.

c) Protección de identidad y confidencialidad.

d) Medidas de protección extensivas a familiares.

e) Responsabilidad para quienes ejerzan represalias.
(Expediente legislativo N°23.449 / 
Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica / 2022)
Denunciante de Buena Fe.- Toda persona que pone en conocimiento de la autoridad competente un hecho que considera que puede constituir un acto de corrupción susceptible de ser investigado en materia administrativa y/o penal. 

Testigo de Buena Fe.- Toda persona que por alguna razón posee información relevante sobre actos de corrupción en materia administrativa y/o penal y que se encuentra dispuesta a colaborar con los fines persecutorios de la justicia. 

Denuncia o testimonio de mala fe.- Acto de poner en conocimiento de la Autoridad Competente información sobre un acto de corrupción, a sabiendas que los actos no se han cometido, o con simulación de pruebas o indicios de su comisión con el fin de iniciar un proceso de investigación administrativa y/o penal. 

Persona protegida.- Denunciante o testigo de un acto de corrupción al que se le ha concedido medidas de protección con la finalidad de garantizar el ejercicio de sus derechos personales y laborales, así como el procesamiento administrativo o judicial de los actos de corrupción. 

Medidas de Protección.- Conjunto de medidas dispuestas por la autoridad competente orientadas a proteger el ejercicio de los derechos personales y laborales de los denunciantes y testigos de actos de corrupción, así como el procesamiento administrativo o judicial de los actos de corrupción. Su aplicación dependerá de las circunstancias y condiciones de vulnerabilidad evaluadas por la Autoridad Competente y, de ser el caso, se hará extensible a su cónyuge o conviviente, ascendientes, descendientes y hermanos.

(Organización de Estados Americanos / 2011)

MÉXICO

Evolución y estado actual

Marco constitucional e institucional

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) no regula expresamente la figura del denunciante; sin embargo, reconoce derechos fundamentales relevantes como el derecho de acceso a la justicia.
Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho. 
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial…

…

…

…

…

Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones. 
…

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil.
(Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos / 2026)

Respecto al principio de legalidad y responsabilidad de los servidores públicos, la CPEUM establece un marco claro el los artículo 108 al 114.

Artículo 108. El recurso se resuelve con base en la investigación del expediente y en los elementos aportados por las partes. La resolución es definitiva y no admite impugnación.

Artículo 109. El recurso de inconformidad debe presentarse por escrito, cumplir requisitos formales básicos y, en su caso, acompañarse de pruebas, salvo cuando se trate únicamente de argumentos jurídicos.

Artículo 110. La autoridad puede confirmar la calificación del acto, dejarla sin efectos, recalificar la conducta o instruir el inicio del procedimiento correspondiente.

Artículo 111. El procedimiento de responsabilidad administrativa debe regirse por principios fundamentales como legalidad, presunción de inocencia, imparcialidad, objetividad y respeto a los derechos humanos.

Artículo 112. El procedimiento inicia con la admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa por la autoridad competente.

Artículo 113. La admisión del informe interrumpe los plazos de prescripción y define el alcance del procedimiento.

Artículo 114. Si se detectan nuevas faltas administrativas atribuibles a la misma persona, deberá iniciarse un procedimiento independiente, con posibilidad de acumulación posterior.

(Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos / 2026)

DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES

El Sistema Nacional Anticorrupción (SNA) constituye el marco institucional para la prevención y sanción de la corrupción, como se muestra a continuación.
1 Ley General de Responsabilidades Administrativas
La Ley General de Responsabilidades Administrativas (LGRA) regula las faltas administrativas graves y no graves. Aunque contempla mecanismos de denuncia, no establece un sistema integral de protección a denunciantes, lo que ha sido ampliamente criticado por organizaciones civiles.
2 Ley Federal para la Protección a Personas que Intervienen en el Procedimiento Penal
Esta ley protege a testigos, víctimas, peritos y colaboradores en procesos penales, mediante:
a) Medidas de seguridad.
b) Cambio de identidad.
c) Reubicación.
d) Protección policial.
No obstante, su alcance se limita al ámbito penal y no cubre plenamente la denuncia administrativa de corrupción.
3 Iniciativa de Ley Federal de Protección a Denunciantes y Testigos de Hechos de Corrupción
Esta iniciativa representa un avance significativo, aunque su implementación efectiva sigue siendo un desafío.
Iniciativa fue presentada por la diputada Cynthia Iliana López Castro, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional (PRI) en la LXV Legislatura de la Cámara de Diputados de México. 
Fue presentada formalmente el 9 de febrero de 2022 ante la Cámara de Diputados. 
La iniciativa se presentó con el objetivo de crear una ley específica que proteja a denunciantes y testigos de hechos de corrupción administrativa, garantizando la confidencialidad y seguridad de estas personas, estableciendo sanciones contra represalias y mecanismos institucionales para su protección. La propuesta surgió como respuesta a la necesidad de contar con un marco legal sólido que incentive la denuncia de actos de corrupción y brinde garantías a quienes arriesgan su integridad al denunciar irregularidades en la gestión pública.
OTRAS REFERENCIAS INTERNACIONALES

UNIÓN EUROPEA
La Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de octubre de 2019, relativa a la protección de las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión establece estándares mínimos obligatorios:

La Directiva de referencia es una de las herramientas más importantes que ha desarrollado la Unión Europea para proteger a las personas que denuncian actos de corrupción u otras irregularidades que afectan el interés público. Su propósito principal es que denunciar no se convierta en un riesgo personal, laboral o legal para quien decide hacerlo.

Establece reglas mínimas obligatorias que todos los países miembros de la Unión Europea deben cumplir. Uno de los puntos centrales es la creación de canales internos y externos de denuncia, lo que significa que tanto las instituciones públicas como las empresas privadas deben contar con espacios seguros y confiables para recibir denuncias, además de autoridades externas a las que se pueda acudir cuando los canales internos no funcionen o no sean seguros.

Otro aspecto clave es la protección contra represalias. La Directiva prohíbe castigos como despidos, amenazas, cambios injustificados de puesto, reducción de salario o cualquier otro trato negativo derivado de una denuncia. Para reforzar esta protección, se introduce la inversión de la carga de la prueba, obligando a las autoridades o empleadores a demostrar que cualquier acción tomada contra el denunciante no está relacionada con su denuncia.

También se da especial importancia a la confidencialidad y al anonimato, entendiendo que proteger la identidad del denunciante es fundamental para evitar riesgos y fomentar que más personas se animen a denunciar.

Finalmente, la Directiva obliga a los Estados miembros a adaptar estas reglas a sus propias leyes nacionales, lo que ha impulsado reformas importantes en varios países. Por ello, este marco europeo se ha convertido en un referente internacional para demostrar que, sin protección real, la denuncia de la corrupción simplemente no ocurre.

ESPAÑA
Con particularidad, en España la Ley 2/2023, reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas, establece:
a) Autoridad independiente de protección del informante.
b) Régimen sancionador por represalias.
c) Protección laboral y jurídica.

ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

Mientras que en Estados Unidos de América, su sistema considerado amplio y fragmentado, prevé mecanismos para:
1 Whistleblower Protection Act (1989) – Empleados federales.
2 Sarbanes-Oxley Act (2002) – Sector corporativo.
3 Dodd-Frank Act (2010) – Incentivos económicos.
4 False Claims Act – Recompensas por denunciar fraude al Estado.

CANADA
En este orden de ideas, la Public Servants Disclosure Protection Act protege a empleados públicos contra represalias y establece un comisionado independiente.
INDIA
Finalemente el Whistle Blowers Protection Act, 2011 protege a denunciantes de corrupción gubernamental frente a victimización.

CONCLUSIONES
Toda persona que tenga el propósito, interés o necesidad de denunciar hechos de corrupción, así como quienes participen como testigos de dichos actos, debe contar con mecanismos efectivos, claros y suficientes de protección. La denuncia de irregularidades no es un acto neutro, implica una exposición significativa que coloca al denunciante en una situación de vulnerabilidad frente a múltiples actores, no solo frente a la persona directamente señalada.

El riesgo al que se enfrenta quien denuncia se extiende al entorno social, laboral e institucional del hecho denunciado. Este entorno no se limita a quienes participan activamente en conductas corruptas, sino que incluye también a personas que, por intereses personales, lealtades, jerarquías, afinidades políticas o simple percepción de afectación, pueden reaccionar de forma adversa ante la denuncia. En muchos casos, la represalia no proviene de un solo individuo, sino de una red informal de protección y silenciamiento que busca preservar estas prácticas. 

En este contexto, resulta insuficiente que los ordenamientos jurídicos reconozcan de manera abstracta la figura del denunciante o del testigo. Es indispensable que la protección que se les otorgue sea real, efectiva y jurídicamente vinculante, es decir, que genere obligaciones claras para las autoridades y consecuencias concretas ante su incumplimiento. Cuando los mecanismos de protección carecen de fuerza obligatoria, la denuncia corre el riesgo de convertirse en un acto meramente simbólico, sin impacto institucional, y con altos costos personales para quien decide ejercerla.

La ausencia de protección efectiva suele traducirse en represalias directas o indirectas, que pueden manifestarse en forma de amenazas, hostigamiento, afectaciones laborales, procesos administrativos o judiciales injustificados, señalamiento social o aislamiento profesional. Estas consecuencias no solo afectan al denunciante, sino que envían un mensaje disuasivo al resto de la sociedad: denunciar tiene un costo elevado y, en muchos casos, carece de beneficios tangibles.

La situación se agrava cuando los hechos denunciados involucran a servidores públicos que, además de incurrir en actos de corrupción, ejercen el poder de manera arbitraria, con actitudes de agresión, intolerancia o abuso de autoridad. En estos escenarios, el desequilibrio de poder entre la persona denunciante y la autoridad señalada profundiza la sensación de indefensión y refuerza la percepción de que el sistema protege al infractor y no a quien actúa conforme a la ley.

Asimismo, uno de los factores más determinantes para inhibir la denuncia es la percepción de impunidad. Cuando las personas observan que las denuncias no generan consecuencias, que los procedimientos se dilatan indefinidamente o que las autoridades no actúan con seriedad y diligencia, se consolida la idea de que “no pasa nada si se denuncia”. Esta percepción resulta suficiente para desalentar la participación ciudadana y perpetuar prácticas corruptas de manera estructural.

Por ello, la protección de denunciantes y testigos no debe concebirse como un elemento accesorio, sino como un pilar fundamental de cualquier política anticorrupción. Garantizar condiciones de seguridad, confidencialidad, acompañamiento institucional y certeza jurídica no solo protege a las personas involucradas, sino que fortalece la confianza en las instituciones, incentiva la participación ciudadana y contribuye de manera directa a la prevención, detección y sanción de la corrupción.

En ausencia de estas garantías, la denuncia deja de ser una herramienta de control democrático y se transforma en un acto de riesgo individual, lo que favorece el silencio, la normalización de las conductas ilícitas y la consolidación de la impunidad.
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� La corrupción disfuncional es entendida como la referida por Castillo (2003, pág. 15), contextualizada en “Corrupción: una revisión conceptual y metodológica”. Colección INEGI / disponible en https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/11/5244/11.pdf


� Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual / Editorial Heliasta / Guillermo Canabellas / 2003 / pág. 388.


� Del whistleblower viene el whistleblowing o canal de denuncias de acuerdo a la Universidad Europea (UE), es una herramienta que permite a empleados y terceros reportar posibles irregularidades dentro de una empresa / disponible en https://universidadeuropea.com/blog/whistleblowing/


� Este instrumento ha servido como referente para reformas legislativas en América Latina, incluido México.





